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SENTENCIA 
 
En San Juan, Puerto Rico, a 15 de agosto de 2016. 

El apelante, Raúl Cruz Beltrán, solicita que revoquemos una 

sentencia dictada en rebeldía en la que el Tribunal de Primera 

Instancia (TPI), Sala de Humacao, declaró HA LUGAR una demanda 

de cobro de dinero y ejecución de hipoteca. La sentencia apelada fue 

dictada el 30 de marzo de 2016, notificada el 1 de abril de 2016. 

El 27 de mayo de 2016 concedimos a la parte apelada, 

Scotiabank de PR, hasta el 20 de junio de 2016 para que presentara 

su alegato. El término concedido venció sin que dicha parte 

compareciera para expresar su oposición al recurso. 

I 

El 21 de enero de 2016, el apelado, Scotiabank (Banco) 

presentó una demanda de cobro de dinero y ejecución de hipoteca 

contra la parte apelante. Véase, págs. 10-12 de apéndice del recurso. 

El banco alegó que era el tenedor de un pagaré suscrito por el 
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apelante por la suma principal de $142,800 más intereses convenidos 

al 5% anual y demás créditos accesorios. Según el apelado, el 

cumplimiento de esa obligación fue garantizado mediante una 

hipoteca voluntaria constituida en la Escritura núm. 237 otorgada el 

25 de agosto de 2009 sobre la propiedad que se describe a 

continuación: 

RUSTICA: Parcela “G” radicada en el Barrio Tejas del 
término municipal de Las Piedras, Puerto Rico, con una 
cabida de MIL OCHOSIENTOS VEINTICINCO PUNTO 

CERO CERO (1,825.00) METROS CUADRADOS. En 
lindes por el NORTE y OESTE, en setenta y tres punto 

cero cero (73.00) metros y veinticinco punto cero cero 
(25.00) metros, respectivamente, con la finca principal de 
la cual se segrega; por el SUR, en sesenta y tres punto 

cero cero (63.00) metros con parcela “F”: por el OESTE, 
en veinticinco punto cero cero (25.00) metros, con la 
carretera novecientos veintiuno (921). 

 
Scotiabank de Puerto Rico alegó que la parte apelante ha 

incumplido desde el 1 de septiembre de 2015 con el pago de las 

mensualidades del préstamo hipotecario. El banco declaró que la 

totalidad de la deuda vencida ascendía a $128,658.24 de principal, 

intereses al 5.00% anual, desde el 1 de agosto de 2015 hasta su 

completo pago, más la cantidad de $14,280.00 estipulada para 

costas, gastos y honorarios de abogado. Por último, solicitó que se 

declarara con lugar la demanda por las cantidades antes expresadas y 

en caso de que no se efectuara el pago, ordenara al alguacil vender la 

propiedad en pública subasta.1 Desconocemos qué documentos, si 

alguno, acompañó con el escrito de Demanda, toda vez que la parte 

apelada no compareció a contestar la apelación. 

El 18 de febrero de 2016, el apelante recibió el emplazamiento 

personalmente. Una vez diligenciado el emplazamiento, la parte 

apelante tenía 30 días para presentar su alegación responsiva. Este 

término venció el 21 de marzo de 2016. Véase, págs. 13-14 del 

apéndice del recurso. 

                                                 
1 Véase alegaciones incluidas en la Demanda, páginas 10 a 13 del Anejo X del 

apéndice de la parte apelante. 
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El 23 de marzo de 2016, la parte apelada solicitó al TPI que 

anotara y dictara sentencia en rebeldía contra el apelante, porque no 

contestó la demanda en el término establecido en ley. Véase, páginas 

15-16 de apéndice del recurso. El banco acompañó con su solicitud 

una declaración jurada suscrita por la señora Alba Rivera Cortés, 

Ejecutiva de Scotiabank de Puerto Rico, certificación del “Department 

of Defense Manpower Data Center”, acreditativa de que la parte 

apelante no está en servicio militar, copia de la Escritura 237 sobre 

primera hipoteca, copia fotostática del pagaré y certificación registral.2 

El 30 de marzo de 2016, el TPI dictó sentencia en rebeldía 

declarando ha lugar la demanda. El foro de instancia determinó que 

no procedía el proceso de mediación establecido en la Ley 184-2012 

porque el apelante estaba en rebeldía. La sentencia se notificó el 1 de 

abril de 2016. Véase, páginas 1-3 del apéndice del recurso. 

El 4 de abril de 2016, la parte apelante presentó Contestación a 

demanda, Oposición a moción solicitando de (sic) dicte sentencia en 

rebeldía y se (sic) levante de rebeldía anotada y Moción urgente al 

amparo de la Ley Núm. 184, supra, conocida como la Ley para 

mediación compulsoria y preservación de tu hogar en los procesos de 

ejecuciones de hipoteca en una vivienda principal. Véase, páginas 18-

23 de apéndice del recurso. El señor Cruz alegó que no contestó la 

demanda en el término establecido en ley, porque estaba haciendo 

gestiones con el banco para resolver la situación, señaló la existencia 

de defensas a su favor y solicitó que se ordenara cumplir con el 

proceso de mediación compulsoria establecido en la Ley 184, supra. 

El 8 de abril de 2016, el apelante presentó oportunamente una 

moción de reconsideración de la sentencia dictada en rebeldía. El 

señor Cruz, en síntesis, expuso que tenía defensas válidas que había 

                                                 
2 Véase las alegaciones de la Moción solicitando se dicte sentencia en rebeldía, 

páginas 15 a 16 del Anejo VII del apéndice de la parte apelante. No obstante, 

advertimos que los documentos que se alega fueron adjuntados a la Moción 
solicitando se dicte sentencia en rebeldía no se acompañaron con el escrito de 

apelación. 
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incluido en las mociones presentadas el 4 de abril. Además, 

argumentó que al momento de presentar esas mociones desconocía 

que el tribunal había dictado sentencia en rebeldía porque la decisión 

se notificó a un buzón rural al que no puede acudir todos los días. Por 

último, manifestó que la Regla 45.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V. R. 45.3, debe interpretarse liberalmente a favor de que los 

casos se vean en los méritos, máxime cuando no se causa un 

perjuicio sustancial a la parte demandante. Véase, páginas 4-7 del 

apéndice del recurso. 

El 13 de abril de 2016, el TPI declaró NO HA LUGAR todos los 

escritos presentados por el apelante el 4 de abril de 2016, en el que 

solicitó que se dejara sin efecto la anotación de rebeldía. Véase, 

página 23 del apéndice del recurso. El 20 de abril de 2016, dicho foro 

también declaró No Ha Lugar la solicitud de reconsideración. Véase, 

página 8 del apéndice del recurso. El 19 de mayo, el apelante presentó 

el recurso de apelación en el cual incluyó un solo señalamiento de 

error que se cita a continuación. 

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL NO RECONSIDERAR LA SENTENCIA EN 

REBELDÍA DICTADA CONTRA EL AQUÍ DEMANDADO-
RECURRENTE, RAÚL CRUZ BELTRÁN. 

 
II 

A 

La discreción es el poder para decidir en una u otra forma que 

permite escoger entre uno o varios cursos de acción. Se trata de una 

forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar 

a una conclusión justa, en aquellos casos en los que los elementos 

coactivos de la ley son superiores a los reparadores. La discreción no 

es absoluta, ya que no da poder para actuar de una forma u otra 

haciendo abstracción del resto del derecho. El permitir tal cosa 

significa un abuso de discreción. El adecuado ejercicio de la 

discreción judicial está inexorable e indefectiblemente atado al 
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concepto de la razonabilidad. García v. Padró, 165 DPR 324, 334-335 

(2005). “La discreción permite salirse un tanto de la ley en busca 

de la justicia”. Pueblo v. Sánchez González, 90 DPR 197, 200 (1964). 

El abuso de discreción en el ámbito judicial se puede manifestar 

de varias maneras. El tribunal incurre en un abuso de discreción 

cuando el juez: 1) no toma en cuenta e ignora, sin fundamento, un 

hecho material importante que no podía ser pasado por alto, 2) sin 

justificación y fundamento alguno concedió gran peso y valor a un 

hecho irrelevante o inmaterial y basó su decisión exclusivamente en el 

mismo y (3) aunque consideró y tomó en cuenta todos los hechos 

materiales e importantes y descartó los irrelevantes, los sopesó y 

calibró livianamente. Pueblo v. Ortega Santiago, 125 DPR 203, 211-

212 (1990). 

B 

El legislador en la Ley 184, supra, reconoció que la crisis 

económica que sufre el país ha ocasionado que muchas personas 

pierdan sus propiedades. Esta ley fue aprobada para colaborar y 

buscar alternativas que disminuyan los procesos de ejecución de 

hipoteca y eviten al máximo posible que nuestros ciudadanos pierdan 

sus propiedades. El legislador hizo claro que la ciudadanía tiene un 

desconocimiento sobre los tecnicismos y la complejidad de todas las 

obligaciones legales en las que se incurre en un préstamo hipotecario. 

Como consecuencia, advirtió sobre la necesidad de mayor orientación. 

El Gobierno de PR decidió atender la situación mediante la creación 

de un proceso de mediación compulsoria. Véase, Exposición de 

Motivos de la Ley 184, supra. 

El Artículo 2 establece que: 

En los casos en que un acreedor hipotecario pueda 

iniciar un proceso de ejecución de hipoteca, o el cual 
pueda culminar en la venta judicial, de una propiedad 
residencial que constituya una vivienda principal, se 

celebrará una reunión compulsoria de mediación 
conducida en una sala o salón del tribunal o en aquel 
lugar que las partes en acuerdo con el mediador, 



 
 

 
KLAN201600681 

 

6 

seleccionen, pero que no podrá ser en las oficinas del 
acreedor hipotecario o de sus abogados o representantes 

legales o asesores, y presidida por un mediador 
seleccionado por las partes, en el curso de un 

procedimiento de ejecución de hipoteca sumario y/o 
ordinario. En dicha reunión el acreedor hipotecario 
notificará al deudor hipotecario todas las alternativas 

disponibles en el mercado para poder evitar la ejecución 
de la hipoteca o la venta judicial de una propiedad 
residencial que constituya una vivienda principal. El 

propósito u objetivo será poder llegar a un acuerdo o 
modificación que permita al deudor hipotecario establecer 

un acuerdo de pago u otra alternativa satisfactoria a las 
partes y no perder su vivienda principal. Artículo 2 de la 
Ley 184, 32 LPRA sec. 2881(b). (Énfasis nuestro). 

 
Por su parte, el Artículo 3 de la Ley 184, supra, dispone que: 

 
Será deber del tribunal, en los casos que considere 
necesarios, dentro de los sesenta 60 días después de 

presentada la alegación responsiva por parte del deudor 
hipotecario demandado y antes de que se señale la 

conferencia con antelación al juicio, bajo apercibimiento 
de desacato, una vista o acto de mediación compulsoria 
que presidirá un mediador seleccionado por las partes y 

que tendrá lugar en cualquier salón o sala del tribunal o 
en aquel lugar que las partes en acuerdo con el mediador 
seleccionen, todas las alternativas disponibles en el 

mercado para poder evitar la ejecución de la hipoteca o la 
venta de una propiedad residencial que constituya una 

vivienda principal. Esto será un requisito jurisdiccional 
en los procesos a llevarse a cabo ante los tribunales de 
Puerto Rico que envuelvan un proceso para la ejecución 

de una hipoteca garantizada con una propiedad 
residencial que constituya una vivienda personal del 
deudor o de los deudores sin cuyo cumplimiento no podrá 

dictarse sentencia o celebrarse la venta judicial de la 
propiedad gravada con la hipoteca cuya ejecución se 

solicita. De no presentarse el deudor al procedimiento de 
mediación o de no cumplir con el acuerdo alcanzado con 
el acreedor hipotecario como resultado del proceso de 

mediación, la institución financiera actuará de la forma 
acordada en el contrato o pagaré efectuado el día de la 

transacción original de hipoteca. El deudor tendrá 
derecho únicamente a un procedimiento de mediación en 
la acción civil que se le presente para la ejecución de la 

hipoteca sobre la propiedad residencial que constituya su 
vivienda principal, siempre y cuando el deudor 
hipotecario demandado no se encuentre en rebeldía, o 

que por alguna razón o sanción sus alegaciones hayan 
sido suprimidas o eliminadas por el tribunal. 32 LPRA 

sec. 2882, Artículo 3 de Ley 184. (Énfasis nuestro). 
 

C 

El propósito de la rebeldía es desalentar la dilación como una 

estrategia de litigación. La dilación en la respuesta judicial puede ser 

una fuente de injusticia. La justicia tardía equivale a la negación de la 
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justicia misma. La rebeldía es la posición procesal en que se coloca la 

parte que ha dejado de ejercitar su derecho a defenderse o de cumplir 

con su deber procesal. Los fundamentos por los cuales una parte 

puede ser declarada en rebeldía son tres. El primero y más común es 

por no comparecer al proceso después de haber sido debidamente 

emplazada. El segundo ocurre cuando el demandado no contesta o 

alega en el término concedido por ley. El tercero se configura cuando 

una parte se niega a descubrir su prueba, después de habérsele 

requerido mediante los métodos de descubrimiento de prueba, o 

simplemente ha incumplido con una orden del tribunal. Rivera 

Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 587-588 (2011). 

El mecanismo de la anotación de rebeldía se encuentra 

constituido en la Regla 45.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

45.1, que dispone lo siguiente: 

Cuando una parte contra la cual se solicite una sentencia 
que concede un remedio afirmativo haya dejado de 

presentar alegaciones o de defenderse en otra forma 
según se dispone en estas reglas, y este hecho se pruebe 
mediante una declaración jurada o de otro modo, el 

Secretario o Secretaria anotará su rebeldía. 
 

El tribunal a iniciativa propia o a moción de parte, podrá 
anotar la rebeldía a cualquier parte conforme a la Regla 
34.3(b)(3) de este apéndice. 

 
Dicha anotación tendrá el efecto de que se den por 

admitidas las aseveraciones de las alegaciones 
afirmativas, sujeto a lo dispuesto en la Regla 45. 2(b) de 
este apéndice. 

 
La admisión de anotar la rebeldía no afectará la validez de 
una sentencia dictada en rebeldía. 

 
Esta regla provee un remedio para las situaciones en las que un 

demandado no comparece a contestar la demanda o no se defiende de 

ninguna otra forma. Además, aplica como sanción en aquellas 

instancias en las que alguna parte en el pleito ha incumplido con una 

orden del tribunal. La anotación o denegatoria de una anotación de 

rebeldía depende de que se hayan satisfecho los requisitos de la Regla 

45.1, supra. Estos requisitos son: 1) que la parte contra quien se 
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reclama la anotación haya dejado de presentar alegaciones o de 

defenderse en otra forma en el término provisto y 2) que tal 

hecho se pruebe mediante una declaración jurada o de otro modo. 

Cuando estos requisitos se cumplen procede la anotación de rebeldía. 

Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, supra, pág. 589. 

A una parte que no ha comparecido, no hay que notificarle los 

escritos y las órdenes que se emitan. Regla 67.1 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 67.1. Sin embargo, siempre será notificada de 

las alegaciones en las que soliciten remedios nuevos y de la sentencia 

en rebeldía. Por el contrario, cuando la parte a la que se le anotó la 

rebeldía ha comparecido al pleito tiene derecho a recibir todas las 

notificaciones correspondientes. Banco Popular v. Andino Solís, 192 

DPR 172, 180, 182 (2015). 

No obstante, existen circunstancias en las que la anotación no 

procede y la parte reclama con éxito que sea levantada o se deje sin 

efecto una sentencia dictada en rebeldía. Aunque la rebeldía es un 

ejercicio discrecional del tribunal, no se sostiene cuando ese 

ejercicio es burdo e injusto. La anotación y la sentencia en 

rebeldía como sanciones por el incumplimiento de las órdenes del 

tribunal, deben darse dentro del marco de lo que es justo. La 

ausencia de tal justicia equivaldría a un abuso de discreción. Rivera 

Figueroa v. Joe’s European Shop, supra, págs. 589-590. 

Las consecuencias de la anotación de rebeldía son las 

siguientes: (1) se dan por admitidos todos los hechos bien alegados en 

la demanda, o en la alegación que se haya formulado contra el 

rebelde, (2) y se autoriza al tribunal para que dicte sentencia, si es 

que procede como cuestión de derecho. Banco Popular v. Andino Solís, 

supra, pág. 179; Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, supra, pág. 

590. 

Los tribunales no son meros autómatas, por lo que no están 

obligados a conceder indemnizaciones porque un caso esté litigándose 
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en rebeldía. El proceso de formar conciencia judicial exige la 

comprobación de cualquier aseveración mediante prueba y para lograr 

ese objetivo el tribunal deberá celebrar las vistas que crea necesarias 

y adecuadas. Una parte demandada en rebeldía que ha comparecido 

previamente tiene derecho a: conocer del señalamiento, asistir a la 

vista, contrainterrogar a los testigos de la parte demandante, 

impugnar la cuantía y apelar la sentencia. Tampoco renuncia a las 

defensas de falta de jurisdicción, ni que la demanda no aduce hechos 

constitutivos de una causa de acción en favor del reclamante. Un 

trámite en rebeldía no garantiza per se, una sentencia favorable al 

demandante. El demandado en rebeldía no admite hechos 

incorrectamente alegados ni conclusiones de derecho. Continental Inc. 

v. Isleta Marina, 106 DPR 809, 817 (1978). 

La anotación de rebeldía no es garantía per se de una sentencia 

a favor del reclamante. Las alegaciones concluyentes, las conclusiones 

de derecho y los hechos alegados de forma generalizada no son 

suficientes para sostener una adjudicación a favor del demandante. 

Los daños generales, las sumas no líquidas reclamadas y la cuantía 

de los daños deben ser objeto de prueba. Luego de anotar la rebeldía, 

el tribunal debe celebrar las vistas evidenciarías necesarias y 

adecuadas para que el querellante sustente sus alegaciones y pruebe 

los daños alegados. Al celebrar las vistas, el tribunal deberá aplicar 

los mecanismos contemplados en las Reglas de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. III, para casos de rebeldía. No obstante, lo que no puede 

hacer es negarse a anotar la rebeldía y permitir la contestación 

presentada fuera del término. Véase, Vizcarrondo Morales v. MVM, 174 

DPR 921, 937 (2008). 

La Regla 45.3, supra, faculta a los tribunales a dejar sin efecto 

la rebeldía. El tribunal podrá dejar sin efecto una anotación de 

rebeldía por causa justificada. Cuando se haya dictado sentencia en 

rebeldía también podrá dejarse sin efecto de acuerdo con la Regla 
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49.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R 45.3. Esta regla debe 

interpretarse liberalmente y cualquier duda debe resolverse a favor de 

que se deje sin efecto la anotación o la sentencia en rebeldía para que 

el caso se adjudique en sus méritos. Vázquez Ortiz v. López 

Hernández, 160 DPR 714, 724 (2003). 

La facultad de un foro de instancia para dejar sin efecto una 

anotación de rebeldía al amparo de esta regla, se enmarca en los 

parámetros de justa causa. La parte que quiere que se deje sin 

efecto la rebeldía tiene que presentar evidencia de las 

circunstancias que a juicio del tribunal demuestren justa causa 

para la dilación o probar que tiene una buena defensa en sus 

méritos y que el grado de perjuicio que se puede ocasionar a la 

otra parte con relación al proceso es razonablemente mínimo. 

Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, supra, págs. 591-593. 

III 

El apelante alega que el TPI erró al no dejar sin efecto la 

anotación y la sentencia en rebeldía dictadas en su contra. 

Luego de analizar la totalidad de este expediente y las 

circunstancias particulares de este caso, concluimos que el foro 

apelado cometió el error señalado. El trámite procesal seguido en este 

caso, nos convence que el TPI no ejerció de forma razonable su 

discreción al tomar la drástica sanción de la sentencia en rebeldía. No 

podemos perder de perspectiva que la rebeldía debe de darse dentro 

del marco de lo que es justo. 

Este expediente no contiene evidencia de que el apelante actuó 

con la intención de dilatar los procedimientos. El señor Cruz fue 

emplazado el 18 de febrero de 2016. El término para contestar la 

demanda venció 21 de marzo de 2016. El 23 de marzo de 2016, el 

banco solicitó al tribunal que anotara y dictara sentencia en rebeldía 

contra el apelante y ordenara la ejecución de la propiedad. El 30 de 
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marzo de 2016, el TPI dictó sentencia en rebeldía contra el apelante y 

ordenó la ejecución de la propiedad. 

El apelante compareció por primera vez el 4 de abril de 2016 

para oponerse a la solicitud de sentencia en rebeldía, presentó su 

contestación a la demanda y solicitó que se cumpliera con el 

procedimiento compulsorio de mediación. Sostuvo que no contestó la 

demanda a tiempo, porque estaba haciendo gestiones directas con el 

banco para resolver la situación. Al momento de su comparecencia, 

solo habían transcurrido catorce días de vencido el término para 

contestar la demanda y doce días desde que el banco solicitó la 

rebeldía. No obstante, el apelante desconocía que ya el TPI había 

dictado sentencia en rebeldía. Luego de recibida la notificación, 

solicitó oportunamente reconsideración de la sentencia. Está claro 

que el proceder del apelante no demuestra la intención de dilatar los 

procedimientos que justifica la drástica sanción de la rebeldía. 

Por otro lado, entendemos que el apelante demostró que tiene 

una buena defensa en sus méritos. El señor Cruz invocó la aplicación 

del trámite de mediación compulsorio establecido en la Ley 184, 

supra, aprobada para disminuir los procesos de ejecución de hipoteca 

y evitar al máximo posible que los ciudadanos pierdan sus 

propiedades. El apelante, además, ha planteado que no contestó la 

demanda a tiempo porque estaba realizando gestiones directas con el 

banco para resolver la situación. El apelado no ha comparecido para 

refutarlo. 

Por último, el levantamiento de la rebeldía no le ocasiona 

perjuicio al banco. Scotiabank ni siquiera compareció en este recurso 

para oponerse a que se deje sin efecto la rebeldía. Su incomparecencia 

nos impide conocer cuál fue su respuesta a la solicitud del apelante 

para que se dejara sin efecto la rebeldía. No obstante, no encontramos 

en este expediente que haya expresado oposición alguna. La falta de 

interés del apelado al no oponerse al recurso, nos hace concluir que el 
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grado de perjuicio que le puede ocasionar el levantamiento de la 

rebeldía es razonablemente mínimo. 

El TPI no ejerció razonablemente su discreción, ya que 

únicamente consideró que el apelante no contestó la demanda a 

tiempo y pasó por alto y sopesó livianamente los hechos materiales 

siguientes: (1) el banco solicitó la sentencia en rebeldía al día 

siguiente de vencido el término para contestar la demanda, (2) la 

sentencia se dictó a solo diez días de vencido el término para 

contestar la demanda, (3) el apelante compareció a los 12 días de que 

el banco presentó la solicitud de sentencia en rebeldía y presentó la 

contestación a la demanda, (4) la conducta del apelante no refleja la 

intención de no comparecer para dilatar los procedimientos, (5) no 

existe perjuicio para el banco que se deje sin efecto la rebeldía, (6) la 

sentencia en rebeldía no puede ser utilizada para conceder una 

ventaja indebida a la parte demandante, (7) la Ley 184, supra, 

establece un proceso compulsorio de mediación en los casos de 

ejecución de hipoteca para evitar en lo posible que las personas 

pierdan sus propiedades y (8) al momento de presentada la demanda 

el apelante solo había incurrido en un atraso de cuatro meses en el 

pago de la hipoteca. 

A nuestro juicio, este es uno de esos en los que “la discreción 

permite salirse un tanto de la ley en busca de la justicia”. Aunque el 

apelante no contestó la demanda en el término legal, tal término no es 

uno de caducidad ni jurisdiccional. Las circunstancias particulares de 

este caso ameritan una interpretación liberal de la Regla 45.3, supra, 

para que se deje sin efecto la rebeldía, se aplique la medicación 

compulsoria y se adjudique en sus méritos la reclamación. 

IV 

Por los fundamentos esbozados se revoca la sentencia apelada, 

y se devuelve el caso para la continuación de los procedimientos. 



 
 

 
KLAN201600681    

 

13 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

La Juez Gómez Córdova concurre sin opinión escrita. 

 

 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


